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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

 

TUTELA SEGUNDA INSTANCIA NÚMERO 295-2022 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 
 Bogotá D.C., agosto dieciocho (18) de dos mil veintidós (2022) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la impugnación interpuesta por la señora OLGA 

LUCIA AGUILAR GÓMEZ, Gerente General de COOSALUD ENTIDAD 

PROMOTORA DE SALUD S.A., contra la sentencia proferida con fecha julio 

doce (12) de 2022, por el JUZGADO SÉPTIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C., mediante la cual se concedieron las 

pretensiones solicitadas por la parte accionante. 

 

ANTECEDENTES 

 
La parte accionante instauró acción de tutela contra el COOSALUD ENTIDAD 

PROMOTORA DE SALUD S.A., por vulneración a los derechos fundamentales 

constitucionales de salud, vida, integridad personal y seguridad social. 

 

Fundamenta sus pretensiones en los siguientes hechos: 

 
1. “Me encuentro afiliado a la EPS COOSALUD, en calidad de beneficiario, desde 

el año 2021”. 
 

2. “Cuento con un diagnóstico de TUMOR MALIGNO DE LA PRÓSTATA, por lo que 
me fue ordenado desde el mes de mayo del año en curso el medicamento 
APALUTAMIDA 60MG, inicialmente por el plazo de un (1) mes, como consta en 
la orden médica adjunta a esta acción constitucional”. 

 
3. “En múltiples oportunidades se ha solicitado en la entidad accionada que me 

sea emitida la autorización de ese medicamento, pero ha trascurrido más de 

un mes sin obtener ninguna respuesta por parte de aquella, siendo que este 
trámite tiene un plazo de máximo cinco (5) días hábiles”. 

 
4. “Actualmente no me ha sido posible dar continuidad al tratamiento de esta 

enfermedad gracias a esta situación, lo que influye en la propagación del 
cáncer que padezco y por lo que se ha visto afectada mi calidad de vida debido 
al deterioro constante de mi estado de salud, y habiendo trascurrido todo este 

tiempo no parece haber una voluntad real por parte de la EPS para prestarme 
oportunamente el servicio de salud y permitirme tratar mi enfermedad”. 

 
IMPUGNACIÓN 

 
Inconforme  con  la  Sentencia  de  Primera  Instancia, la señora OLGA LUCIA 

AGUILAR  GÓMEZ, Gerente General de COOSALUD ENTIDAD PROMOTORA 
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DE SALUD S.A., impugnó el fallo, fundamentando:  

 
“Que el día 05 de julio se emitieron dos comunicaciones dando contestación a los 
hechos y las pretensiones del usuario FLAMINIO CHOCONTA RODRIGUEZ, de las 

cuales se remite copia y donde se informó lo siguiente: 
 
“Que esta Entidad viene garantizando la prestación de servicios de salud a favor 
de FLAMINIO CHOCONTA RODRIGUEZ, identificado con la C.C. 4283079 por lo 
tanto, nos permitimos indicar que el afiliado se encuentra en nuestra EPS en el 
régimen subsidiado desde el 10/08/2021, en el municipio de Tota”. 
 

“Con respecto a su solicitud del accionante, debemos informar que el día 05 de 
julio se hizo lo entrega efectiva del medicamento denominado APALUTAMIDA*120 
UNIDADES”. 
 
“Que, por parte de COOSALUD EPS S.A., no existe vulneración a los derechos 
fundamentales invocados por la accionante, que siempre ha prestado con eficacia 

y eficiencia los servicios requeridos por el accionante”. 

 
“Que este fallo de tutela resulta improcedente para Coosalud EPS S.A. pues no 
existe prueba alguna aportada por el accionante, mediante la cual, exhiba la no 
garantía en la prestación de servicios de salud y la presunta vulneración a los 
derechos fundamentales invocados”. 

 
Para resolver es del caso hacer las siguientes: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Es competente este Despacho para conocer de la Impugnación al fallo de tutela 

de primera instancia, de conformidad con lo previsto en el art. 32 del Decreto 

2591, y a ello se procede según las siguientes consideraciones que serán la base 

para decidir: 

 

1. Sobre la procedencia de la acción de tutela 

 
Como es sabido, la acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política de Colombia, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por sí mismo o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 
En otros términos, la acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar 

solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que 

implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de 

los cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de 

ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es 

decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta 

eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones 

normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una 

clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho 

fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal 
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acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa 

del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (artículo 6º del 

decreto 2591 de 1991. 

 
Sobre los derechos invocados como vulnerados es de traer a colación lo dicho 

por la Honorable Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 

 

Sobre del Derecho a la Salud en apartes de la Sentencia T-124 de 2019, 

relaciona lo siguiente: 

 
(…) “reconoció el derecho a la salud como “fundamental, autónomo e irrenunciable 
y como servicio público esencial obligatorio a cargo del Estado”. En el artículo 6º. 
estableció los principios que lo orientan, entre los que se destacan: i) 
universalidad, que implica que todos los residentes del territorio gozarán del 
derecho a la salud en todas las etapas de la vida; ii) pro homine, en virtud del cual 
todas las autoridades y actores del sistema de salud interpretarán las normas 

vigentes que sean más favorables para proteger el derecho a la salud; iii) equidad, 
referido a la necesidad de implementar políticas públicas dirigidas al mejoramiento 
de la salud de personas de escasos recursos, grupos vulnerables y sujetos de 
especial protección; iv) continuidad, según el cual una vez iniciado un servicio no 
puede suspenderse por razones administrativas o económicas; y v) oportunidad, 
el cual significa que los servicios deben ser provistos sin demoras (...).” 
 

(…) “la sentencia T-121 de 2015, reiteró que el derecho a la salud no está limitado 
a la prestación de un servicio curativo, sino que abarca el inicio, desarrollo y 
terminación de los tratamientos médicos hasta que se logre la recuperación y 
estabilidad del paciente. La Corte sostuvo que en atención al principio pro homine, 
si existen dudas en torno a si el servicio solicitado está o no incluido dentro del 

plan de beneficios, prevalece el favorecimiento a la prestación efectiva del mismo 

(...).” 

 
En cuanto al Derecho a la Vida, la Corte Constitucional el alguno de los apartes 

de la Sentencia T-444 de 1999, ha señalado lo siguiente: 

    
“En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha sostenido que el derecho 
constitucional fundamental a la vida no significa la simple posibilidad de existir sin 
tener en cuenta las condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, 
supone la garantía de una existencia digna, que implica para el individuo la mayor 
posibilidad de despliegue de sus facultades corporales y espirituales, de manera 
que cualquier circunstancia que impida el desarrollo normal de la persona, siendo 

evitable de alguna manera, compromete el derecho consagrado en el artículo 11 
de la Constitución. Así, no solamente aquellas actuaciones u omisiones que 
conducen a la extinción de la persona como tal, o que la ponen en peligro de 
desaparecer son contrarias a la referida disposición superior,  sino  también todas 
las circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla 

insoportable. Una de ellas, ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o 
suprimirse, cuya extensión injustificada no amenaza, sino que vulnera 

efectivamente la vida de la persona, entendida como el derecho a una existencia 
digna. También quebranta esta garantía constitucional el someter a un individuo a 
un estado fuera de lo normal con respecto a los demás, cuando puede ser como 
ellos y la consecución de ese estado se encuentra en manos de otros; con más 
veras cuando ello puede alcanzarlo el Estado, principal obligado a establecer 
condiciones de bienestar para sus asociados”. 

 
En lo concerniente al Derecho a la Integridad Física vale la pena indicar lo 

señalado en por la Corte Constitucional en Sentencia T-224 de 2014, así: 

 
  “El Estado tiene la obligación de garantizar a todos los residentes la preservación 



TUTELA SEGUNDA INSTANCIA: 2022-295 
ACCIONANTE: FLAMINO CHOCONTÁ RODRÍGUEZ 
ACCIONADA: COOSALUD EPS S.A. 

 

4 
 

de sus derechos a la vida y a la integridad física, como manifestación expresa del 

derecho fundamental a la seguridad personal, entendida como una obligación de 
medio y no de resultado, por virtud del cual son llamadas las diferentes autoridades 
públicas a establecer los mecanismos de amparo que dentro de los conceptos de 
razonabilidad y proporcionalidad resulten pertinentes a fin de evitar la lesión o 
amenaza de sus derechos.” 

 
“Es así como el Estado tiene la obligación de garantizar a todos los residentes la 
preservación de sus derechos a la vida y a la integridad física, como manifestación 
expresa del derecho fundamental a la seguridad personal, entendida como una 
obligación de medio y no de resultado, por virtud del cual son llamadas las 
diferentes autoridades públicas a establecer los mecanismos de amparo que dentro 

de los conceptos de razonabilidad y proporcionalidad resulten pertinentes a fin de 
evitar la lesión o amenaza de sus derechos.” 

  
                      “Por  el  contrario,  cuando quiera que una persona está sometida a una amenaza 

concreta, bien sea ordinaria o extrema, estamos en presencia de la alteración del 
derecho a la seguridad personal, por encontrase en peligro la integridad física o la 
vida según el caso. En estos eventos el Estado tiene la obligación de adoptar los 

mecanismos de protección, con el fin de amparar a aquellos individuos que se 
encuentran sometidos a un nivel de riesgo superior al normal, por su puesto 
siempre que se acrediten al menos sumariamente los hechos que permitan deducir 
la existencia de una amenaza real.” 

 

Sobre el Derecho a la Seguridad Social la Corte Constitucional ha señalado 

en algunos de los apartes de la Sentencia C-083 de 2019, lo siguiente: 

 
“(…) De acuerdo con el artículo 48 de la Constitución Política la seguridad social es 
un derecho irrenunciable, que se garantiza a todos los habitantes a través de un 
servicio público, bajo la dirección, coordinación y control del Estado, fundado en 
los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Al tratarse de un derecho 

social fundamental requiere para su realización efectiva un desarrollo legal, la 
implementación de políticas encaminadas a obtener los recursos necesarios para 
su materialización, así como la provisión de una estructura organizacional, que 
conlleve a la realización de prestaciones positivas, para asegurar unas condiciones 

materiales mínimas de exigibilidad.” 
 
“Para ampliar progresivamente la cobertura de la seguridad social, se han utilizado 

diversos métodos, uno de ellos es habilitar tanto a las entidades públicas, como 
privadas a prestar los servicios, bajo estrictos criterios de control y protección de 
sus recursos, de manera que no puedan destinarse, ni utilizarse para fines distintos 
a los de cumplir y satisfacer las prestaciones que de ella emanan y que son 
múltiples. Así mismo se han introducido, de acuerdo con la necesidad de cada 
Estado, principios técnicos para la indemnización de los riesgos sociales, que 

garanticen medios de existencia tanto como sea posible.” 
 
“Esta Corporación ha explicado cómo se han venido transformando las formas de 
indemnizar tales riesgos sociales, no solo en cuanto a las técnicas usadas, sino a 
la finalidad pretendida, específicamente al plantear la conversión del seguro social 
al de seguridad social entendida como derecho social fundamental.” 
 

“Esta conversión se realizó en la Ley 100 de 1993, que tal como lo explicó en su 
momento la sentencia C-408 de 1994, procuró que la seguridad social tuviese una 
cobertura integral de las contingencias y para ello se ocupó tanto de la salud, como 

de los riesgos asociados a la vejez, la invalidez, la muerte, el desempleo y la 
pobreza.” 
 
“Especialmente la protección de la vejez, que se asienta en deberes de humanidad 

ante el debilitamiento del ser humano y que, por razón de justicia social, garantiza 
el descanso en contrapartida al esfuerzo que ha implicado vivir y trabajar, se 
realiza en el sistema de la Ley 100 de 1993 a través de la pensión y de los auxilios 
dispensados para quienes, pese a tener más de 65 años, carecen de rentas para 
subsistir, además de encontrarse en condiciones de pobreza extrema (...).” 

 
Ahora bien, sobre el tema en discusión, se tiene que la A-QUO al proferir su 

fallo, en especial, en su parte considerativa, en algunos de sus apartes refiere, 

lo siguiente: 
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“Con el fin de desatar la solicitud de amparo constitucional y de desplegar un 

pronunciamiento de fondo, es necesario señalar como primera medida, que lo 
buscado por el tutelante en la acción constitucional, es que se entregue el 
medicamento denominado “APALUTAMIDA 60MG”. 
 
“Sobre lo anterior, probatoriamente se encuentra demostrado, que el médico 

tratante diagnosticó al accionante con “C61X TUMOR MALIGNO DE LA PROSTATA”, 
y en razón a ello, le ordenó “APALUTAMIDA 60MG TAB RECUBIERTA”. 
 
“Ahora bien, de conformidad a las documentales allegadas al plenario, no se 
encuentra prueba de que se hubiese entregado el medicamento que requiere el 
actor”. 

 
“De igual manera, es dable señalar que, este Juzgado dispuso una averiguación 
previa ante la accionada. Sin embargo, no se obtuvieron resultados positivos, pues 
en el término que señala el Decreto 2591 de 1991, no se rindió el informe 
peticionado, a pesar de que se realizó la notificación a la dirección de correo 
electrónico notificacioncoosaludeps@coosalud.com (anexo 3), misma que se 
encuentra inscrita en el certificado de existencia y representación legal de la 

accionada (anexo 9), lo cual conlleva según voces del artículo 20 del mencionado 
Decreto, a tener por ciertos los hechos controvertidos”. 
 
“Desde esa perspectiva, el despacho constata que Coosalud E.P.S., ha incumplido 
sus obligaciones como sujeto perteneciente al sistema general de seguridad social 
en salud, pues desconoció flagrantemente no solo los deberes y obligaciones que 
como encargada de la atención en salud tiene con sus asociados y beneficiarios, 

sino los de las personas que son sujetos de especial protección constitucional, 
como quienes padecen enfermedades degenerativas, catastróficas y de alto costo, 
entre ellas, el cáncer”. 
 
“Lo anterior va en contravía del principio de continuidad, según el cual la atención 
que ha de brindarse a quien padece de una patología debe ser global y dirigida al 

restablecimiento total de su estado de salud sin imponer barreras de orden 
administrativo que afecten el estado del aquejado o entorpezcan su mejora “Lo 
anterior, con el fin de que las personas afectadas por la falta del servicio en salud, 
obtengan continuidad en la prestación del servicio”. 
 

“Al respecto, es menester trae a colación lo expuesto por la H. Corte Constitucional 
Sentencia T-790 de 2012, en la cual estimó: 

 
“[L]as EPS están constitucionalmente obligadas a prestar los servicios de salud 
requeridos de manera ininterrumpida aun cuando se trate de servicios no P.O.S. 
que fueron autorizados de manera previa y no existe razón válida para su 
interrupción. Con la aplicación de éste principio se busca que los servicios en salud 
requeridos, que deban suministrarse por un período prolongado de tiempo, no se 
terminen por razones distintas a las médicas y se deje a los pacientes carentes de 

protección con las consecuencias que ello conlleva en sus vidas e integridad.” 
 
“Adicionalmente, es dable precisar que la jurisprudencia constitucional ha señalado 
de igual manera que “por regla general, el médico que puede prescribir un servicio 
de salud es el médico adscrito a la EPS.”, es decir, es esta la persona que cuenta 
con el conocimiento técnico y médico, por una parte, de la situación y el estado 

concreto del paciente, por otra, para determinar en principio, que servicio de salud 
requiere una persona”. 
 
“En consecuencia, es claro para este despacho la necesidad del medicamento 

requerido para la salud del accionante, pues el médico tratante, basándose en la 
mejor evidencia científica y médica disponible ordenó la aplicación de 
“APALUTAMIDA 60MG TAB RECUBIERTA”, como parte del tratamiento que requiere 

el actor para tratar la patología que lo aqueja”. 

 

Teniendo en cuenta que las pretensiones del accionante consisten en que se 

tutele el derecho de petición y como consecuencia de ello se ordene al 

COOSALUD ENTIDAD PROMOTORA DE SALUD S.A., que emita de manera 

oportuna la autorización del medicamento APARLUTAMIDA 60MG., que en el 

mismo término, realice la entrega oportuna y suficiente del medicamento 

anteriormente relacionado y que se autorice la prestación del TRATAMIENTO 
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INTEGRAL con respecto al diagnóstico TUMOR MALIGNO DE LA PRÓSTATA, 

vale la pena indicar lo establecido por la Corte Constitucional en apartes de la 

Sentencia T-528 de 2019 y Sentencia T-387 de 2018, así: 

 
“Se ha establecido que en procura de la protección del derecho fundamental a la 

vida digna, es viable emitir órdenes que no han sido autorizadas por los galenos 
adscritos a las EPS, cuando se considere que los padecimientos que sufre una 
persona son hechos notorios que hacen indigna su vida y, por ende, no le permiten 
disfrutar de la calidad que merece. Es por lo anterior que se ha señalado que 
existen situaciones en las que el juez de tutela debe abstenerse de exigir la misma, 
cuando sea evidente la necesidad de brindar el servicio deprecado, ya que de no 

hacerlo las consecuencias negativas para el accionante serían apenas obvias. Tal 
es el caso que sin existir prescripción del médico tratante se pueda inferir de alguno 
de los documentos aportados al expediente, -sea la historia clínica o algún 
concepto del galeno-, la obligación de que se conceda lo requerido con necesidad, 
momento en el que deberá el juez de tutela emitir la orden en tal sentido”. 

 
“(..) a toda persona que sea diagnosticada con cáncer se le deben garantizar los 

tratamientos que sean necesarios de manera completa, continua y, sin dilaciones 
injustificadas, de conformidad con lo prescrito por su médico tratante, así se evita 
un perjuicio irremediable en la salud y la vida del paciente”. 
 
“este principio de integralidad tiene la finalidad de garantizar la continuidad en la 
prestación del servicio y evitar al paciente interponer una acción de tutela por cada 
nuevo servicio que sea prescrito por el médico tratante. Por ello, en desarrollo del 

mismo, el juez de tutela tiene la facultad de ordenar que se garantice el acceso a 
todos los servicios “que el médico tratante valore como necesario[s] para el pleno 
restablecimiento del estado de salud del paciente”. Esta continuidad se materializa 
en que el tratamiento integral debe ser brindado “de forma ininterrumpida, 
completa, diligente, oportuna y con calidad”. 
 

“debido a que el cáncer es una enfermedad que por su gravedad y complejidad 
requiere un tratamiento continuo que no puede sujetarse a dilaciones injustificadas 
ni prestarse de forma incompleta, la Corte ha sido clara en afirmar que la 
integralidad y la oportunidad en la prestación del servicio de salud en estos casos 

cobra mayor relevancia y debe cumplirse de forma reforzada”. 
 
“ha sostenido en varias oportunidades que la demora injustificada en el suministro 

de medicamentos o insumos médicos a personas con sospecha o diagnóstico de 
cáncer, o en la programación de un procedimiento quirúrgico o tratamiento de 
rehabilitación, “puede implicar la distorsión del objetivo del tratamiento o cirugía 
ordenada inicialmente, prolongar el sufrimiento, deteriorar y agravar la salud del 
paciente e incluso, generar en éste nuevas patologías, y configurar, en 
consecuencia, una grave vulneración del derecho a la salud, a la integridad 
personal y a la vida digna de un paciente”. 

 
“Es decir, esta Corporación ha dejado claro que de la oportuna prestación del 
servicio depende la calidad de vida de los pacientes y que, por esta razón, cuando 
la prestación del servicio de salud no es eficaz, ágil y oportuna, se afectan sus 
derechos fundamentales, situación que empeora cuando se trata de personas con 
enfermedades ruinosas”. 

 
Sin más consideraciones, este Despacho, concluye que, el cúmulo de 

fundamentación jurisprudencial constitucional que el A-QUO tuvo en cuenta 

para su fallo, como el análisis probatorio que para tal fin exigen las pretensiones 

incoadas y el medio que debe seguirse, como la subsidiariedad cuando así se 

amerite, ha sido cuidadosa y profusa, como concerniente para el caso del cual 

se cursó impugnación.  

 
En consecuencia, se da por confirmada la providencia emitida con fecha 12 de 

julio de 2022, por el JUZGADO SÉPTIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
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D E C I S I Ó N 

 
En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C., Administrando Justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la Ley. 

 
R E S U E L V E 

 
PRIMERO: CONFIRMAR en todas y cada una de sus partes el Fallo de primera 

instancia, emitido con fecha 12 de julio de 2022, por el JUZGADO SÉPTIMO 

MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C., por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito. 

 
TERCERO: REMÍTASE la actuación a la H. Corte Constitucional para su eventual 

revisión, en cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591de 

1991. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
LA JUEZ, 

 

 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

LM 

  

 

 

 

 

 
 

 

 
 

 
 
 

 
 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por anotación en 
estado: 

No.   127 del 19 de agosto de 2022 

 

CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 
SECRETARIO 

 

 

 

CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 

Secretaria. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 
TUTELA NÚMERO  317-2022 

  
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., agosto dieciocho (18) de dos mil veintidós (2022) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por el señor ALEXANDER 

BELTRÁN PRECIADO, identificado con la C.C. No. 80.157.881, contra la 

SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO - SNR, por vulneración 

a los derechos fundamentales constitucionales de dignidad, salud, seguridad 

social, mínimo vital y móvil y petición. 

 
ANTECEDENTES 

 
El señor ALEXANDER BELTRÁN PRECIADO, identificado con la C.C. No. 

80.157.881, presenta acción de tutela contra el SUPERINTENDENCIA DE 

NOTARIADO Y REGISTRO - SNR, para que emita pronunciamiento sobre la 

PETICIÓN presentada por el accionante con fecha 11 de julio de 2022. 

 
Fundamenta su petición en el artículo 1, 49, 48, 53, 23 de la Constitución Política 

de Colombia de 1991. 

 

ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 
De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante auto de agosto (04) de dos mil veintidós (2022), dispuso dar 

trámite a la presente acción de tutela y notificar a la entidad accionada mediante 

correo electrónico, a fin de que ejerciera su derecho de defensa y contradicción 

frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte accionante y enunciados 

en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 
La accionada SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO, fue 

notificada en debida forma y en el término concedido guardó silencio. 

 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 
Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 
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de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 
Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial.  

 

Como  efectivamente  se  trata  de  un  derecho  fundamental, es  del caso hacer 

algunas: 

 

CONSIDERACIONES 

 
1.-De la procedencia de la acción de tutela 

 
La  Acción  de  Tutela,  es  un  mecanismo  constitucional,  cuyo  objeto son los 

Derechos  fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 
Además,   constituye   un   mecanismo   de  origen  constitucional  de  carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 
De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 
2.- Del  caso concreto,  tenemos  que  la  acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la solicitud enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 

 

Sobre los derechos invocados como vulnerables es de traer a colación lo  dicho 

por la Honorable Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 
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En lo concerniente a la violación al Derecho a la Dignidad Humana, conviene 

señalar lo sostenido por la Corte Constitucional en algunos apartes de la 

Sentencia T-335 de 2019: 

 
“(…) que el derecho a la dignidad humana debe entenderse bajo 2 dimensiones: a 
partir de su objeto concreto de protección y con base en su funcionalidad 

normativa. En relación con el primero, este Tribunal ha establecido 3 lineamientos 
claros y diferenciables: i) la dignidad humana como autonomía o como posibilidad 
de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características; ii) la dignidad 
humana entendida como ciertas condiciones materiales concretas de existencia; y 
iii) la dignidad humana como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, de la 
integridad física y moral o, en otras palabras, la garantía de que los ciudadanos 
puedan vivir sin ser sometidos a cualquier forma de trato degradante o humillante 

(…)”. 
 
“(…) derecho a la dignidad humana implica garantizar las condiciones necesarias 

para una existencia materialmente apropiada y acorde con el proyecto de vida que 
cada ciudadano le imprime a su devenir. Igualmente, este principio constitucional 
privilegia la autonomía personal como requisito elemental de una sociedad 
democrática y pluralista, en el sentido de que constituye la expresión de la 

capacidad de autodeterminación, de la potestad de exigir el reconocimiento de 
ciertas condiciones materiales de existencia o la manifestación de la intangibilidad 
de la integridad física y moral, por lo que existe un mandato imperativo de las 
autoridades y de los particulares, para que adopten las medidas necesarias de 
protección indispensables para salvaguardar los bienes jurídicos más preciados 
para el Estado (…)”. 

 
Sobre del Derecho a la Salud en apartes de la Sentencia T-124 de 2019, 

relaciona lo siguiente: 

 
(…) “reconoció el derecho a la salud como “fundamental, autónomo e irrenunciable 

y como servicio público esencial obligatorio a cargo del Estado”. En el artículo 6º. 
estableció los principios que lo orientan, entre los que se destacan: i) 

universalidad, que implica que todos los residentes del territorio gozarán del 
derecho a la salud en todas las etapas de la vida; ii) pro homine, en virtud del cual 
todas las autoridades y actores del sistema de salud interpretarán las normas 
vigentes que sean más favorables para proteger el derecho a la salud; iii) equidad, 
referido a la necesidad de implementar políticas públicas dirigidas al mejoramiento 

de la salud de personas de escasos recursos, grupos vulnerables y sujetos de 
especial protección; iv) continuidad, según el cual una vez iniciado un servicio no 
puede suspenderse por razones administrativas o económicas; y v) oportunidad, 
el cual significa que los servicios deben ser provistos sin demoras (...).” 
 
(…) “la sentencia T-121 de 2015, reiteró que el derecho a la salud no está limitado 

a la prestación de un servicio curativo, sino que abarca el inicio, desarrollo y 
terminación de los tratamientos médicos hasta que se logre la recuperación y 
estabilidad del paciente. La Corte sostuvo que en atención al principio pro homine, 
si existen dudas en torno a si el servicio solicitado está o no incluido dentro del 
plan de beneficios, prevalece el favorecimiento a la prestación efectiva del mismo 
(...).” 

 

Sobre el Derecho a la Seguridad Social la Corte Constitucional ha señalado 

en algunos de los apartes de la Sentencia C-083 de 2019, lo siguiente: 

 
“(…) De acuerdo con el artículo 48 de la Constitución Política la seguridad social es 

un derecho irrenunciable, que se garantiza a todos los habitantes a través de un 
servicio público, bajo la dirección, coordinación y control del Estado, fundado en 
los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Al tratarse de un derecho 
social fundamental requiere para su realización efectiva un desarrollo legal, la 
implementación de políticas encaminadas a obtener los recursos necesarios para 
su materialización, así como la provisión de una estructura organizacional, que 
conlleve a la realización de prestaciones positivas, para asegurar unas condiciones 

materiales mínimas de exigibilidad.” 
 
“Para ampliar progresivamente la cobertura de la seguridad social, se han utilizado 
diversos métodos, uno de ellos es habilitar tanto a las entidades públicas, como 
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privadas a prestar los servicios, bajo estrictos criterios de control y protección de 

sus recursos, de manera que no puedan destinarse, ni utilizarse para fines distintos 
a los de cumplir y satisfacer las prestaciones que de ella emanan y que son 
múltiples. Así mismo se han introducido, de acuerdo con la necesidad de cada 
Estado, principios técnicos para la indemnización de los riesgos sociales, que 
garanticen medios de existencia tanto como sea posible.” 

 
“Esta Corporación ha explicado cómo se han venido transformando las formas de 
indemnizar tales riesgos sociales, no solo en cuanto a las técnicas usadas, sino a 
la finalidad pretendida, específicamente al plantear la conversión del seguro social 
al de seguridad social entendida como derecho social fundamental.” 
 

“Esta conversión se realizó en la Ley 100 de 1993, que tal como lo explicó en su 
momento la sentencia C-408 de 1994, procuró que la seguridad social tuviese una 
cobertura integral de las contingencias y para ello se ocupó tanto de la salud, como 
de los riesgos asociados a la vejez, la invalidez, la muerte, el desempleo y la 
pobreza.” 
 
“Especialmente la protección de la vejez, que se asienta en deberes de humanidad 

ante el debilitamiento del ser humano y que, por razón de justicia social, garantiza 
el descanso en contrapartida al esfuerzo que ha implicado vivir y trabajar, se 
realiza en el sistema de la Ley 100 de 1993 a través de la pensión y de los auxilios 
dispensados para quienes, pese a tener más de 65 años, carecen de rentas para 
subsistir, además de encontrarse en condiciones de pobreza extrema (...).” 

 

Con relación al derecho al mínimo vital la Corte Constitucional en su sentencia 

T-431 de 2011, enuncia: 

 
“(…) La afectación del derecho al mínimo vital no puede valorarse en términos 
exclusivamente cuantitativos, sino dentro de una perspectiva cualitativa. Y es que, 
como igualmente lo ha definido la jurisprudencia, el derecho al mínimo vital se 

evalúa a partir de una dimensión cualitativa y no cuantitativa, de manera que su 
posible violación se mide conforme con las condiciones personales de cada 
trabajador y el nivel de vida adquirido por éste. El concepto de un mínimo de 
condiciones de vida -vgr. Alimentación, educación, salud, vestido y recreación -, 

entonces, no va ligad[o] sólo con una valoración numérica de las necesidades 
biológicas mínimas por satisfacer para subsistir, sino con la apreciación material 
del valor de su trabajo, de las circunstancias propias de cada individuo, y del 

respeto por sus particulares condiciones de vida. De todo el planteamiento 
anterior, se concluye que cuando se trata de personas sujetos de especial 
protección constitucional como consecuencia del estado de debilidad manifiesta en 
el que se encuentran, como es el caso de los ancianos pertenecientes al grupo de 
la tercera edad bien avanzada, se justifica la procedencia de la tutela por el 
especial amparo que la Constitución Política les brinda (…)”. 

 
El  artículo  23  de  la  Carta  Política  el  cual  dispone:  “Toda  persona tiene 

derecho   a  presentar  peticiones  respetuosas  a  las  autoridades  por 

motivos    de    interés    general    o   particular   y   a   obtener   pronta 

resolución...". 

 
De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una 

petición respetuosa de un ciudadano por motivos de interés particular, como 

ocurre en el presente caso, está obligada a pronunciarse de fondo, no sólo en 

forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del ciudadano, en lo 

que constituye el objeto de la solicitud. 

 
El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en 

el art. 14 del Código Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue 

declarado INEXEQUIBLE por la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, 
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con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, donde se establece que 

debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la fecha 

de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de 

días, éstos son  hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

 
En  apoyo  de  las  anteriores  consideraciones y para una mayor claridad de las 

anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las mismas, el Juzgado 

estima oportuno citar apartes de lo dicho por la Honorable Corte Constitucional, 

sobre el particular, en uno de sus fallos:  

 
  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios 

desarrollados por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual 

se fundó, en buena medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-
377 de 2000: 

 
a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 

a la participación política y a la libertad de expresión. 

 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 
autoridad si esta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 

resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo 
solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con  
estos  requisitos  se  incurre  en  una  vulneración  del  derecho constitucional 
fundamental de petición. 

 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco 

se concreta siempre en una respuesta escrita. 

 
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 

quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 
privadas cuando la ley así lo determine. 

 
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 

particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular 
presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho 
de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando 

el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de 
otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si 
la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será 
un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 
 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene 
la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se 

acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días 
para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí 
dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 
autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el 
cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad 
del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado 

de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte 
Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que 
ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la 
respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 
siguientes. 

 
En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales 

más: 
 

j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del 
deber de responder; 
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k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su 

respuesta al interesado"". (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa). 

 
SOBRE LA CARGA DE LA PRUEBA 

 
La Corte Constitucional en sentencia T-571 de 2015 sobre el principio de la carga 

de la prueba en tratándose de acciones de tutela, concluyó que quien la instaura 

al estimar vulnerados o amenazados sus derechos fundamentales, tiene la carga 

procesal de probar sus afirmaciones, sin perjuicio que la misma se invierta 

cuando existe un estado de indefensión o la imposibilidad fáctica o jurídica que 

probar los hechos que se alegan. 

 

  “(…) “El artículo   22   del   mencionado   decreto,  “el   juez,  tan pronto llegue al 

  convencimiento  respecto  de  la  situación litigiosa, podrá proferir el fallo, sin 
  necesidad de practicar las pruebas solicitadas". Pero esta disposición no puede 
  entenderse  como una autorización legal para que  el  juez  resuelva  sin  que los 
  hechos alegados o relevantes para conceder o negar la protección hayan sido 
  probados,  cuando  menos en forma sumaria dadas las características de este 
  procedimiento.  Su  determinación  no  puede  ser  adoptada  con  base en el 

  presentimiento,  la  imaginación  o  el  deseo,  sino  que  ha de obedecer a su 
  certidumbre  sobre si en efecto ha sido violado o está amenazado un derecho 
  fundamental,  si  acontece lo contrario, o si en el caso particular es improcedente  
                       la tutela.  A  esa  conclusión  únicamente  puede  arribar  el  fallador  mediante la 
  evaluación de los hechos por él establecidos con arreglo a la ley y sin desconocer 
  el derecho de defensa de las partes (…)". 

 
Así  pues,  la  tutela  solo  sería  procedente  siempre y cuando se logre demostrar 

que el medio idóneo mencionado resulta ser ineficaz en el caso en concreto, lo 

cual una vez revisada la documental obrante dentro del expediente no sucede, 

pues como se mencionó en líneas anteriores la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional ha sido enfática en que la procedencia del amparo se encuentra 

sujeta a que el accionante acredite sumariamente las razones por las cuales el 

medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los 

derechos fundamentales presuntamente afectados. 

 
Finalmente tampoco se observa la existencia de una posible configuración de un 

perjuicio irremediable, que, como se sabe, debe reunir las condiciones de ser 

inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder 

prontamente; ser grave, es decir, que el daño o menoscabo material o moral en 

el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; ser urgente, es decir, que 

exija la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; 

ser impostergable, es decir, acreditar la necesidad de recurrir al amparo como 

mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos. 

 
Así las cosas, este Despacho considera que la accionada SUPERINTENDENCIA 

DE NOTARIADO Y REGISTRO - SNR, no ha vulnerado en manera alguna los 

derechos fundamentales constitucionales incoados por la parte accionante, pues 

no le corresponde a la accionada remitir copia del oficio del embargo del 
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JUZGADO VEINTIUNO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C., en los que los 

demandados son OMAR FERNANDO TORO PEÑA C.C. No. 79.284.302, 

CARLOS EDUARDO TORO PEÑA C.C. No. 79.388.876 y LUIS ALBERTO 

RAMÍREZ SUÁREZ C.C. No. 19.457.433, más aún cuando el accionante no 

manifiesta en el escrito de tutela que parte es dentro del proceso de embargo, 

además porque si requiere copia del oficio en el que se ordena dicha medida 

cautelar, debe solicitarla directamente ante el JUZGADO VEINTIUNO CIVIL 

MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C., para lo cual deberá indicar el número del 

radicado del proceso y así mismo manifestar qué parte es dentro del mismo. 

 
Sin más consideraciones, asistiéndole al accionante otros mecanismos para 

prosperar lo pretendido, es del caso declarar IMPROCEDENTE la acción objeto 

de decisión, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

D E C I S I Ó N 

 
En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C., Administrando Justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E 

 
PRIMERO: DECLARAR  IMPROCEDENTE la  acción  invocada por el señor 

ALEXANDER BELTRÁN PRECIADO, identificado con la C.C. No. 80.157.881, 

contra la SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO - SNR, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 
TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la 

H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
LA JUEZ,                  

 
ORIGINAL FIRMADO POR: 

LEÍDA BALLÉN FARFÁN 

 

 
 
LM 

 
 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO  
DE BOGOTÁ D.C. 

La anterior providencia fue notificada por 
 anotación en estado: 

 
No. 127 del 19 de agosto de 2022 

 
CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 

SECRETARIO 


